Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 13 minutos.) 


—La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de Equifax Clearing de 
Informes —integrada por la doctora María Cecilia Dupuy, asesora legal de Equifax; Martín Pesce, de 
Ferrere Abogados; y Agustina Navarro, de Burson-Marsteller—, que solicitó una audiencia con motivo 
del proyecto de ley que tenemos a consideración. 


SEÑORA DUPUY.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Ante todo, quiero agradecer la oportunidad que se nos brinda de poder venir a explicar en qué 
consiste nuestra actividad —que a veces no es tan conocida-— y a realizar algunos comentarios sobre la 
iniciativa que está a estudio de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes habían pedido que se postergara la audiencia porque pensaban traer 
un invitado. Nosotros mantuvimos la fecha, pero si quieren que concurra esa persona, con mucho 
gusto podemos fijar una nueva instancia, de manera que puedan expresar todo lo que tienen para 
decir. 


SEÑORA DUPUY.- Yo les agradezco porque justamente esta semana nuestro Gerente General 
tampoco iba a estar en el país; incluso, trató de cambiar la fecha de su viaje, pero le fue imposible. 
Además, la idea es traer algún asesor externo que esté más interiorizado de las legislaciones de los 
distintos países. 


En primer lugar, me gustaría realizar una breve introducción sobre qué hacen y no hacen las 
bases de datos de información comercial. 


Estas bases de datos nacen a raíz de la necesidad de los comerciantes de contar con 
información sobre el historial crediticio de sus nuevos clientes, de forma de poder reducir los riesgos 
que implica vender a crédito u otorgar préstamos a una persona que no es de su conocimiento. 
Originalmente, este intercambio de información era realizado directamente entre los comerciantes, pero 
después, por el crecimiento del crédito y el aumento del volumen de información, aparece la necesidad 
de que un tercero comience a administrar esos datos. Es en ese momento en que se originan y 
aparecen las bases de datos de información comercial o burós de crédito, como también se las conoce. 
No se trata solo de una realidad uruguaya, sino que es una necesidad que se plantea en diversos 
lugares del mundo. En las viejas épocas se manejaban las referencias: la persona decía que había 
operado en determinado comercio y el propietario llamaba por teléfono para saber cómo había 
cumplido ese cliente sus obligaciones, lo que le permitía conocer cómo era el hábito de cumplimiento 
de esa persona. 


Entonces, estas bases de datos son simplemente un nexo central en el cual los comerciantes 
registran y comparten información sobre las obligaciones de crédito asumidas por los individuos y 
cómo ellos han venido cumpliendo en cada caso. Siempre digo que el Clearing de Informes es 
simplemente un gran computador donde todo el mundo vuelca y toma información a la vez y cada uno 
la analiza de acuerdo con las políticas que haya decidido tomar, que también varían en función del 
momento económico y la realidad de cada empresa. Con el tiempo estas bases de datos se han 
convertido en una importante herramienta que ha ayudado a la bancarización, la democratización y la 
dinamización del mercado crediticio, cumpliendo un rol fundamental en las economías de los distintos 
países. 


Ahora vamos a tratar de desmitificar, de alguna manera, el tema de qué es una base de datos. 
Sobre este tema hemos preparado una presentación muy sencilla con la idea de ser claros y breves, 
para ilustrar qué hacen y no hacen, etcétera. 


Concretamente, lo que hacen estas bases de datos es recibir registros de información de 
clientes y de fuentes públicas, que tiene que ser objetiva, referente a los tomadores de créditos. A partir 
de allí, organizan la información de tal manera que se pueda armar un reporte de crédito con el historial 
crediticio de su titular, formado siempre con información objetiva y que se procesa tal cual le es 
suministrada por sus distintos clientes. Las bases de datos manejan la información a través de 
sofisticados sistemas que permiten a los usuarios de sus servicios evaluar y analizar rápidamente los 
distintos historiales crediticios de los potenciales clientes que les vienen a pedir un crédito, un préstamo 
o que les financien algún tipo de servicio o producto. Esto también permite que las empresas 
otorgantes de créditos conozcan a esos potenciales nuevos clientes y puedan tomar decisiones 
responsables e informadas sobre el riesgo que quieran asumir de acuerdo con la política que en cada 
caso se hayan impuesto que, como dije anteriormente, variará también en función del contexto 
económico de cada momento. A su vez, esto ayuda a democratizar el crédito porque permite que todas 
las personas, al contar con un historial crediticio propio, puedan acceder a distintos tipos de créditos o 
préstamos y sean evaluadas de acuerdo con el riesgo implícito que cada una representa para ese 
dador del crédito. La idea es que cada persona tenga un historial de tal forma que quien le va a 
conceder el crédito pueda evaluarla y aplicar tasas diferenciales de acuerdo con el propio 
comportamiento de cada uno. 


Ahora vamos a ver qué no hacen las bases de datos. En primer lugar, no realizamos 
valoraciones subjetivas o recomendaciones de ningún tipo a los dadores de crédito, es decir, en ningún 
caso decimos si tienen que otorgar o negar un crédito. Simplemente comunicamos la información y 
cada uno la evalúa como quiere. Tampoco decidimos los términos o condiciones en que esos créditos 
deben ser otorgados por esa empresa. Reitero que las bases de datos no establecen a quién se le 
debe otorgar o negar el crédito. Esta es, insisto, una decisión exclusiva de la empresa que va a dar el 
crédito, de acuerdo con el riesgo que quiera tomar en cada caso. Tampoco decide quiénes son los que 
tienen que ser registrados por concepto de operaciones incumplidas o porque han dejado de pagar; 
que después quieran volcar esa información a la base de datos es una medida exclusiva cuya 
responsabilidad corresponde a cada una de las empresas acreedoras de esos créditos impagos. O sea 
que no se va a la empresa y se busca en la computadora —en su momento quizás eran los ficheros— a 
quién se debe incluir en la base de datos. Eso lo decide cada empresa; cada una determinará sus 
plazos de contemplación, tendrá en cuenta la situación y hará un mayor o menor acercamiento a los 
propios deudores. Asimismo, no se asignan calificaciones de riesgo a ninguna persona ni empresa, ni 
se opina sobre su moral porque no la conocemos ni es la función. No se publica la información ni se 
manejan listas negras o listas de morosos del Clearing, tal como siempre se las ha llamado. No hay 
listas; la empresa no se refiere a “morosos” sino a “incumplimiento”. En la medida en que se opera a 
crédito, se abre un reporte que puede contener distinto tipo de información, obviamente toda referida a 
las operaciones de crédito o comerciales, o datos relevantes para analizar la solvencia patrimonial o 
crediticia. Voy a citar un ejemplo a título personal. La gente que sabe que trabajo allí siempre me 
pregunta: ¿Me viste pasar? La respuesta es que no se ve ni se deja pasar a nadie porque la 
información se maneja con profesionalismo y no se lleva una lista. Cuando se genera un crédito se 
abre una ficha que podrá contener distinta información según el historial crediticio de cada uno. 
Tampoco se maneja lo que se conoce como “datos sensibles”, que son los que llevan a discriminar a 
las personas: origen racial, étnico, tendencias sexuales, religiosas, es decir, aquellos datos que son 
especialmente protegidos. 


A continuación me voy a referir a los actores del mercado de la información crediticia que 
funcionan de manera interrelacionada, lo cual es muy importante. Los actores son los siguientes: las 
fuentes de información, que son nuestros clientes, empresas dadoras de créditos de distintos sectores 
que financian sus servicios o productos; la base de datos de información comercial; los titulares de la 
información, que es cada una de esas personas tomadoras de créditos; los usuarios de la información, 
que son los clientes del buró, que cuando tienen que dar un crédito consultan para analizar y evaluar si 
lo conceden o no; también directamente el Gobierno —a partir de la Ley N* 18.331, de 2008, 
que regula el tema de las bases de datos, no solo las comerciales, sino cualquiera y cuyo regulador es 
la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales dependiente de la AGESIC-,; y los jueces, que 
en algunos casos y por distintos temas nos solicitan información acerca de una determinada persona, 
si estuvo incluida y en qué fecha. 


Con la actividad del buró de crédito se benefician todos los actores antes mencionados y, en 
definitiva, también el sistema crediticio en general, el sistema financiero en particular y la economía en 
su conjunto. 


Si me permiten, el señor Martín Pesce —nuestro asesor externo del Estudio Ferrere y 
especialista en protección de datos personales— va a hacer una acotación. 


SEÑOR PESCE.- Brevemente quiero hacer un comentario respecto a lo que la doctora Dupuy 
expresaba sobre cómo las empresas dadoras y tomadoras volcaban la información. Cabe agregar que 
actualmente están regulados por ley —-como conocen los señores Senadores— las condiciones, los 
plazos y las garantías que se otorga a las personas. Para volcar información a la base de datos la 
empresa tiene que tener la calidad de acreedor. 


¿Cuál es el fundamento filosófico de la existencia de la base de datos? Cuando no existían, 
cuando no había un manejo profesional y unificado de la información, cada persona o empresario que 
estaba en el mercado tenía que, para ser gráficos, tomar decisiones con los ojos vendados. Hoy día 
hay un manejo profesional de la información —está centralizada— que garantiza sobre todo su veracidad 
y exactitud, que es lo que está en juego. Cada uno de nosotros necesita una herramienta que garantice 
que la información que se maneja sobre la conducta comercial de cada persona es veraz y está 
actualizada, y esto es lo que garantiza la base de datos que centraliza la información y busca eliminar 
su asimetría. Imagínense qué pasaría si en el mundo no existiera esa base de datos. Por ejemplo, si 
una persona pagara su deuda, no tendría la garantía de que el resto del mercado se entere de que la 
canceló. Por eso, inclusive para aquellas personas que caen en la morosidad, la existencia de una 
base de datos que centralice la información y la ponga a disposición del mercado en tiempos reales y 
muy breves —tal como lo establece la ley- da garantía a todo el sistema. 


SEÑORA DUPUY.- Como decía el doctor Pesce, la ley que está vigente desde 2008 reconoce el 
derecho de las personas a acceder a su información. Además, el Clearing de Informes, desde antes de 
que se aprobara la ley —porque hubo otra en el 2004—, siempre reconoció el derecho de las personas a 
acceder a su información, es decir, a saber qué información sobre sí misma se tiene almacenada en la 
base de datos. También se estableció —más allá de que la ley lo determinó desde siempre—- que se 
pudiera rectificar la información, actualizarla, suprimirla, eliminarla o, en algún caso, hasta incluirla, lo 
cual si bien está previsto en la ley, nunca nos pasó. Por ejemplo, se ha dado el caso de una persona 
que no tenía el reporte de crédito abierto y que, al solicitar información, no tenía su historial de crédito y 
la empresa no sabía cómo cumpliría sus obligaciones. ¡Ojo! Puede ser justificado porque cuando un 
individuo cumple 18 años es lógico que no tenga un historial abierto porque recién empieza su vida 
laboral. También puede ocurrir que la persona estuviera fuera del país. En fin, esa evaluación la hace 
cada empresa. 


Volviendo a la presentación del tema, tal como señalé, la base de datos contribuye a la 
economía en general y, como dijo el doctor Pesce, maneja la información del historial crediticio de las 
personas en forma imparcial, objetiva y confiable. Este historial abarca las deudas impagas y las 
deudas que se han cancelado con atraso pero que están pagas. Esto es fundamental al momento de 
evaluar la concertación de un nuevo negocio o de otorgar un nuevo crédito, tanto para quien va a dar el 
crédito como para el que va a tomarlo. 


De esta forma se permite que las personas o las empresas puedan acceder al crédito de 
acuerdo con su propio historial creditico, el cual es analizado por las empresas según la política de 
cada una. Esto facilita que las personas o empresas no necesiten contar con garantías para 
determinados créditos, alcanzando en la mayoría de los casos con la presentación de un recibo o un 
simple comprobante de ingresos para que puedan acceder al crédito que quieren solicitar. También 
disminuye el costo de contratación del crédito y se provee seguridad a la actividad crediticia, por 
ejemplo, evitando la ocurrencia de fraudes, el de robo de identidad y todo lo que se vincula a este 
tema. A su vez, esto permite a los agentes ampliar la gama de productos a ofrecer y saber a qué 
población deberían dirigirlos. Y, por último, contar con un historial ayuda a disminuir las tasas previstas 
para cada producto que quieran ofrecer. 


Dejo una copia del material a los señores Senadores. 


Este ha sido un pantallazo general o una breve y sintética presentación de lo que significa la 
función. Obviamente, esto se puede ampliar, pero nos pareció importante destacar estos puntos e 
intentar desmitificar algunas creencias que existen sobre la actividad. 


SEÑOR PESCE.- Quisiera hacer una última acotación respecto al concepto general de las bases de 
datos de informes comerciales. 


¿Por qué la ley permite manejar esta información? ¿Por qué el Legislador así lo prevé, tanto 
en el Uruguay como en el resto del mundo? 


Lógicamente, las leyes de protección de datos resguardan la privacidad de las personas. 
Hace pocas semanas, Uruguay fue declarado por la Unión Europea como país con niveles de 
protección adecuada en esta materia. Esta es una gran noticia porque posibilitará más inversiones en 
lo que tiene que ver con negocios de manejo de información. 


¿Por qué se permite el manejo de información? Acá está en juego el interés general. La 
persona tiene su privacidad y es dueña de su propia información. A su vez, existe un interés general de 
la economía en su conjunto de manejar cierta información que es necesaria para el normal desarrollo 
de los negocios. Entonces, ¿qué hace la ley? En este caso, expresamente permite manejar este tipo 
de información con ciertas condiciones y garantías, pero como decíamos más temprano, lo que se 
pone en juego es el manejo adecuado de los datos. La doctrina y los estudiosos de este tema a nivel 
mundial expresan que en relación a los informes comerciales se cede en lo que hace a la privacidad de 
las personas, para pasar al interés general del manejo de la información, con las garantías que se 
deben dar en cuanto a que esa información sea exacta, esté actualizada, tenga un plazo máximo de 
permanencia y se protejan los derechos al olvido, de acceso y de ratificación que están previstos 
actualmente. 


Ahora vamos a comentar algunos aspectos del proyecto de ley que entendemos pertinente 
analizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué entienden ustedes por privacidad de las personas? 


SEÑOR PESCE.- Es el derecho que cada individuo tiene a controlar su información; el derecho de 
cada uno a saber quién tiene su información, para qué y con qué finalidad. Hay algunos datos que la 
norma dice que pertenecen al sector íntimo de la persona; son datos sensibles, de salud y religiosos. 
Esa información solo se puede tratar si la persona da su consentimiento por escrito. Se debe dar un 
consentimiento calificado porque se entiende que se trata de la esfera más íntima de la persona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes tienen datos de esa naturaleza? 
SEÑOR PESCE.- No, no los tenemos. 


Luego hay otros datos que se pueden manejar sin consentimiento de la persona -como 
ocurre en estos casos-, pero bajo ciertas condiciones. La persona siempre debe tener un control sobre 
esa información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No estamos hablando de la privacidad de las personas porque ustedes no 
llevan un registro de datos privados, íntimos, que no correspondería que figuraran en ningún tipo de 
registro. Sin embargo, sí es verdad que cualquier tercero que pida información al Clearing de Informes 
sobre una persona, va a recibir respuesta. Quiere decir que, en ese caso, no estamos hablando de 
privacidad. 


SEÑOR PESCE.- En ese caso, tal como mencionaba anteriormente, cuando se trata de información 
necesaria para que el mercado y la economía puedan funcionar —como son, ni más ni menos, aquellos 
relativos al cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones de carácter comercial-, se cede en lo 
que respecta a ese consentimiento que la persona podría dar para otros datos y se permite tratar esta 
información en pos del interés general. Hay un desplazamiento de la privacidad hacia el interés 
general, admitido por un interés común, que es que el mercado pueda funcionar y puedan existir 
créditos. Hay que tener en cuenta que más información representa menores tasas y estas, a su vez, 
representan mayores créditos. De lo contrario, el comerciante que tuviera que tomar una decisión sin 


contar con un panorama del historial de la persona, debería cubrirse más y pedirle más recaudos, u 
otorgar un crédito con más intereses o con condiciones menos ventajosas para las personas. 


SEÑORA DUPUY.- En general, la relación se da entre dos partes: un acreedor y un solicitante del 
crédito o alguien a quien se le otorga un crédito. En esa relación hay que llegar a un balance. Cuando 
voy a pedir un crédito, tengo que ceder parte de mi intimidad porque quiero que el otro me brinde ese 
crédito; entonces, debo permitir que se informe sobre mí. Tal vez si me exige una garantía, no se 
quiera informar, pero si pretendo que me dé el crédito, tiene que informarse sobre mi historial de crédito 
para evaluar y decidir. No debemos olvidar que la empresa que va a dar el crédito, a financiar o a dar 
un préstamo, está vendiendo sus productos o entregando su mercadería y tiene expectativas al 
respecto; por eso toma la mayor cantidad de recaudos que le sea posible para recuperar lo entregado 
en el plazo acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Surge de sus palabras que la persona que solicita el crédito tiene que permitir 
que se acceda a su información. ¿Qué quiere decir eso? Cuando se solicita la información sobre, por 
ejemplo, Francisco Gallinal, no se consulta a la propia persona si está de acuerdo o no, si acepta o no, 
si pidió un crédito o no. Este tipo de consulta no existe; tampoco digo que corresponda; simplemente 
estoy haciendo una pregunta. 


SEÑOR PESCE.- Justamente por los motivos que exponíamos, eso no está previsto. 


A nivel de la doctrina especializada en protección de datos personales se ha dicho que la 
información que posee un acreedor sobre una persona a la que le otorga un crédito es propia, es decir, 
hay una cotitularidad de la información. Quiere decir que la información es tan mía —supongamos-, en 
mi calidad de tomador del crédito, como lo es de la empresa que me da el crédito. De esta forma, ese 
acreedor que tiene información pasa datos que le son propios. Reitero que hay una cotitularidad de la 
información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué garantías tienen ustedes como empresa de que la persona a la que le 
dan la información la maneja en forma reservada y no la comparte con terceros? 


SEÑOR PESCE.- La persona que recibe la información tiene una obligación legal; la ley 
específicamente dice en qué condiciones y con qué finalidad puede utilizarla. La garantía que tiene el 
titular del dato es la ley que regula esa información. Si una empresa hace un uso inadecuado, será 
objeto de una sanción que está prevista por la normativa de datos personales. 


SEÑORA DUPUY.- Desde antes de la existencia de la ley, en los contratos con nuestros clientes está 
previsto que la información sea para uso reservado, exclusivo y confidencial de la empresa que la 
solicita. Sabemos quién accedió a ella y la empresa se tiene que hacer responsable de su uso; incluso, 
debe emplearla para el giro habitual de sus operaciones comerciales y bajo ningún concepto puede 
cederla a terceros para otra finalidad. En caso de que eso ocurriera —afortunadamente no sucede-—, 
estaría incumpliendo no solo la ley, sino nuestro contrato, por lo que se le podrían aplicar las sanciones 
correspondientes. Debe existir una finalidad y los datos deben ser usados en forma reservada, 
exclusiva y confidencial. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá de enteramos de todo lo relativo a la base de datos —materia que 
está regulada por ley—, el proyecto de ley presentado por el señor Senador Gallinal —-ya sea que se 
apruebe con esta u otra redacción— refiere a la situación de aquella persona que, por la razón que 
fuere —por incumplimiento real, porque efectivamente no está pagando; por equivocación del comercio, 
lo que debe ocurrir en muy pocas circunstancias, o por una situación de fuerza mayor—, no paga en 
tiempo y forma y es derivada a una base de datos, en este caso al Clearing, aunque supongo que 
puede haber otras. En muchos casos —por ejemplo, a nivel de los trabajadores de la construcción— 
sucede que las personas van de un departamento a otro, sacan un crédito y luego, no digo que se 
olviden —porque a veces la empresa crediticia no tiene sucursales allí donde van a trabajar, y otras 
veces de pronto pierden el trabajo—, pero lo cierto es que no pagan, entran en incumplimiento y no se 
enteran de ello. Entonces, como venía diciendo, la iniciativa del señor Presidente de la Comisión —si es 
que la interpreto correctamente— propone que la persona se entere de antemano de manera que pueda 


evitar el ingreso en la base de datos, teniendo en cuenta el perjuicio que esto conlleva, sobre todo para 
los sectores de menores ingresos. Incluso se puede pensar en algún mecanismo sencillo por el que la 
persona pueda saber si está o no en el Clearing. Entonces, aquí hay dos aspectos a tener en 
cuenta. Uno de ellos es la notificación previa y el otro es poder averiguar si se figura o no en la base de 
datos, suponiendo que la persona tenga la duda al respecto. Pongamos el caso, por ejemplo, de una 
empresa que se funde; la persona tenía que pagar algunas cuotas más pero no van a cobrárselas, 
¿cómo sabe si está o no en el Clearing? 


Aclaro que no estoy haciendo referencia a la redacción del proyecto, sino a su objeto. 


Supongo que esto tiene un costo; mantener el Clearing tiene un costo y por eso ustedes 
cobran el servicio, que tiene una parte de ganancia y otra para mantener el personal, la base de datos, 
la línea telefónica, la limpieza, etcétera. En fin, hay un negocio legítimo detrás de esto, que permite 
mantener una base de datos la cual, a su vez, beneficia a todos, es decir, a ustedes, a los 
comerciantes y a los usuarios de créditos. De esta manera una persona no tiene que esperar que el 
relevamiento lo haga la casa donde hace el trámite porque ustedes tienen un relevamiento permanente 
de su historial de crédito. Reitero que todo esto tiene un costo, y notificar implica un costo adicional. 
Por nuestra parte, tenemos interés en que la persona sea notificada, lo que naturalmente tiene un 
costo que puede encarecer el servicio, aunque sabemos que este tipo de Clearing ayuda a la 
economía porque la dinamiza. 


¿Hay algún mecanismo que permita lograr el objetivo mencionado, esto es, que la persona 
sea notificada antes de ingresar al Clearing —aunque solo fuera 24 horas antes, pudiéndosele informar, 
además, dónde tiene que levantar su deuda-— sin que se encarezca el servicio, para no complicar todo 
el procedimiento? Habría que buscar un mecanismo por el cual la persona pudiera saber rápidamente 
si está en el Clearing o no, así sea por curiosidad. 


Por mi parte, creo que este proyecto apunta a dar una garantía adicional a los ciudadanos. 


SEÑORA DUPUY.- Entiendo el planteo y, en cierta forma, es compartible; incluso, apoya a las leyes 
que fomentan la integridad de los datos y las garantías de las personas. Por tanto, por el bien de todos 
los actores creo que es algo bueno. 


Ante todo, digo que la persona tiene el derecho de acceder a la información, no solo en virtud 
de lo que establece la ley respectiva del año 2008, sino porque el Clearing de Informes ha reconocido 
desde siempre ese derecho. En principio, la brindamos en forma personal y se requiere acreditar la 
identidad, pero ya estamos buscando algún otro mecanismo al respecto. Y esto se hace no solo en 
nuestras oficinas en Montevideo, sino también en el interior del país, donde tenemos representantes 
que cumplen esa función para que la persona pueda conocer la información que existe en la base de 
datos. Es un derecho fundamental y parece totalmente razonable —más allá del hecho de que la ley lo 
permita—- que cada uno pueda saber qué información sobre sí mismo figura en la base de datos. Hay 
que tener en cuenta que la Ley de Protección de Datos Personales refiere a todo tipo de datos. Todo 
individuo tiene derecho a saber qué datos personales maneja esa base de datos y con qué finalidad lo 
hace. El derecho se puede ejercer cada seis meses, en forma gratuita, y antes de cumplido ese 
período también se puede hacer si hay un interés legítimo, por ejemplo, para saber si llegó o no la 
comunicación de cancelación de una deuda. Asimismo, para poder llegar más a la gente, tenemos un 
acuerdo con las agencias de Redpagos o Abitab, por el que se puede acceder a la información 
personal presentando la cédula de identidad. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Para el Clearing o para cualquier otra cosa? 


SEÑORA DUPUY.- Cada individuo puede conocer la información personal que está registrada en la 
base de datos del Clearing. Esto tiene un costo cuando se lo hace a través de las agencias de 
Redpagos o Abitab, pero también se puede concurrir a nuestras oficinas, donde se brinda la 
información en forma gratuita. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué costo tiene en las agencias de cobranzas? 


SEÑORA DUPUY.- El costo es de $ 150. Consideramos que es bastante razonable; claro que eso 
dependerá de la situación de cada uno. En realidad, lo que se busca es que cualquier persona al 
momento de pagar sus facturas en las agencias de cobranza, pueda conocer su historial. Siempre nos 
importó que se pudiera acceder a la información, tanto en Montevideo como en el interior del país. Más 
allá de la existencia de las agencias de cobranzas, en el interior también es en forma gratuita —cada 
seis meses, como dije antes— yendo a nuestras oficinas. 


En cuanto al aviso previo, podemos señalar lo siguiente. Hoy por hoy, más allá de lo que 
establece la ley, damos el aviso cuando ya está registrado. En el primer registro de deuda enviamos 
una nota a la persona —puede ocurrir que se haya mudado y no reciba la notificación— de que ha 
ingresado en la base de datos. Eso lo hacemos la primera vez. En el proyecto se exige que sea en 
todas las deudas, es decir que cada vez que ingresa una deuda, el responsable de la base de datos 
tiene que hacer esa comunicación. Creemos que esa exigencia resulta excesiva y haría difícil el 
funcionamiento de la base de datos. Tal vez el acreedor sería el indicado para enviar esa información, 
porque a la larga, si la persona entiende que hay un error en la información, es a él a quien debe 
dirigirse. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué porcentaje de las personas que figuran en la base de datos tiene correo 
electrónico? 


SEÑORA DUPUY.- No poseemos ese dato. 
SEÑOR MICHELINI.- Pero podrían tenerlo. 


SEÑORA PESCE.- Seguramente ese dato debe tenerlo el acreedor, que es quien tiene el vínculo con 
la persona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a referirme a algo que algunas personas me plantearon y que luego 
transmití a esta Comisión. Si exigiéramos una notificación fehaciente, ya sea a través de telegrama 
colacionado o por otro medio, estaríamos encareciendo excesivamente el servicio porque ese tipo de 
telegramas cuestan unos cuantos pesos. Entonces, la idea que habíamos compartido era establecer 
como mecanismo válido de notificación los medios electrónicos, que no son caros y facilitan 
enormemente la tarea. La forma de implementarlo sería que, a medida que eso comience a ganar 
espacio —ya lo está haciendo porque el Poder Judicial reconoce la notificación a través de esos 
medios-, cuando en un documento un deudor constituya domicilio, también establezca su correo 
electrónico y que, a los efectos de las bases de datos del Clearing —no nos metamos con el Poder 
Judicial- eso sirva para cumplir la condición de que se haga una notificación válida previamente. Esa 
sería la gran conquista del proyecto de ley, es decir, que la notificación al deudor sea previa a su 
ingreso a la base de datos. 


Como se recordará, eso es lo que compartimos a nivel de la Comisión. 
SEÑOR MICHELINI.- Queremos entender la mecánica para ayudar a que todo funcione mejor. 


Cuando un comerciante les comunica que una persona es deudora, no le dicen: “Mire, vamos 
a revisar a ver si le pagó o no”, sino que hacen fe en que el comerciante está mandando a la persona 
al Clearing porque sabe que es deudora y la incorporan a su base de datos como tal. No tienen ningún 
mecanismo de prueba. ¿Ustedes pueden pedirle al comerciante que ingresa a una persona que 
proporcione el correo electrónico de aquella? Después veremos qué sucede si ese deudor no tiene 
correo electrónico, pero creo que en el futuro cada vez serán menos. Me refiero a que a un 
comerciante que informa que Fulano de Tal —por ejemplo, Francisco Gallinal- es deudor, se le diga: 
“Para incluirlo en el Clearing me tiene que dar el correo electrónico, que debió pedírselo usted”. 


Quiero ver si podemos encontrar algún mecanismo a efectos de hacer la notificación previa, 
porque ese es el objetivo que se persigue. 


Pido disculpas si esto ya se había explicado y no presté la debida atención. 


SEÑOR PESCE.- Con respecto a la consulta del señor Senador Michelini, quiero informar que cuando 
el Clearing de Informes registra una deuda, más que hacer fe en el comerciante, tiene la garantía legal 
de que este solo le puede pasar una deuda bajo responsabilidad legal si es acreedor efectivamente de 
esa persona. Además, hay un contrato entre el Clearing de Informes y cada uno de sus afiliados a la 
base de datos que exige que solo en el caso de que exista una deuda impaga y en determinadas 
condiciones se pueda pasar esa deuda, lo que constituye una garantía para la persona. Ese es un 
primer punto. 


En segundo lugar, es importante resaltar la finalidad de esto. Como comentaba la doctora 
Dupuy, al día de hoy Equifax Clearing de Informes tiene un mecanismo que va más allá de lo que prevé 
la ley porque hace una notificación, justamente en el entendido de la importancia que tiene que la 
persona esté al tanto. Nos parece que en la posición de la empresa y la experiencia de cómo funciona 
esto en el mundo, eso es suficiente y da garantías. De todas maneras, si los señores Senadores 
entienden que se debe reforzar ese punto, hay que tener en cuenta que quien tiene una relación 
directa con el deudor es el acreedor y que él está en la posición más efectiva para poder verificar y 
corregir los datos. En todo caso, nos parece que si se quiere implementar una notificación en cada 
deuda sería mucho más práctico, eficiente y menos costoso que lo hiciera el acreedor; incluso, ese 
proceso también permitiría a los titulares de los datos corregir cualquier error frente a su propio 
acreedor que está reportando la información. 


No perdamos de vista la finalidad del proyecto de ley para tratar esa información. El Clearing 
de Informes es una herramienta que trata la información en forma profesional y objetiva; no se le 
pueden imponer obligaciones extras que deberían ser asumidas por el acreedor por ser quien tiene 
relación con la persona y sabe dónde puede notificarla con los mecanismos adecuados. La 
flexibilización de la forma de notificación permitiría no encarecer el costo del sistema. 


SEÑORA DUPUY.- Me parece compartible que esa notificación sea previa al registro. 


Lamentablemente, nosotros mandamos el aviso cuando ya nos llegó la solicitud de registro, 
pero sería mejor que esa instancia estuviera antes de la llegada al buró de crédito, que se notificara a 
través del acreedor diez días antes para que pueda objetar y se le recuerde que tiene esa deuda y que 
vaya a pagarla, si corresponde, antes de llegar al registro. De esa forma podrá solucionar el tema, pero 
entendemos que debe hacerlo con el acreedor. Este podrá decirle: “Yo entiendo que es incorrecto, que 
no corresponde”. El acreedor es el que puede demostrar si corresponde o no ese registro, y podrá 
discutir con el deudor o hacer que le pague la deuda, dependiendo de cada caso. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Acaso podríamos decir que el Clearing de Informes solo podría incluir en su 
base de datos a personas en la categoría de deudores cuando el acreedor provea esa información con 
la constancia —habría que ver de qué forma-— de que ya hizo un preaviso al deudor de esa 
incorporación? 


La ley también podría decir que el comerciante puede llegar a un acuerdo con el Clearing en 
el sentido de que si le provee el correo electrónico, el Clearing podría encargarse —obviamente sería 
una facultad, no una obligación— y asegurarse de mandar un mall al correo electrónico correspondiente 
veinticuatro o cuarenta y ocho horas antes, avisando esa situación al deudor. Me parece que 
podríamos encontrar un mecanismo de aviso previo. 


SEÑORA DUPUY.- Estamos de acuerdo en que el acreedor mande ese aviso previamente y que el 
requisito para ingresarlo a la base de datos sea no solo tener la documentación, sino también haber 
enviado dicho aviso por lo menos diez días antes. 


El mecanismo también podría ser el envío a través de mensaje de texto. Si bien puede 
parecer traído de los pelos, hoy en día —nos lo decían algunos de nuestros clientes— se utiliza mucho el 
SMS porque todo el mundo anda con un celular encima. Ese tipo de aviso parece más light; se usa 
mucho el SMS como forma de comunicación, sobre todo entre la gente joven. 


SEÑORA BERAMENDI.- A vía de ejemplo, se puede mencionar lo que sucede con las tarifas de 
estacionamiento. Si se utiliza el celular, se debe responder y verificar que efectivamente se asume ese 
crédito de las horas de estacionamiento —como mecanismo, es fantástico utilizarlo- y luego viene 
debitado en la factura de Movistar o de Ancel. 


Si se aseguran de que la persona responda, pueden ser mecanismos útiles que, de pronto, 
aproximen y democraticen el acceso a la información, que es el sentido del proyecto de ley. 


SEÑORA DUPUY.- Pero habría que avisarle previamente de su inclusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La garantía de la notificación pasa por el hecho de que quede registrado, que 
no es el caso de los celulares. 


SEÑORA DUPUY.- No sé cómo funciona en el caso de los celulares. 
(Dialogados.) 


SEÑOR PESCE.- Queremos dejar sentada nuestra posición respecto a este artículo que refiere a la 
notificación previa, como lo hemos venido conversando y lo exponemos en la presentación. Nos parece 
innecesario e ineficiente requerir al buró de crédito o a la base de datos de informes comerciales que 
haga una notificación cada vez que se registre un incumplimiento. Si se plantea que esa notificación 
sea indispensable, con todo respeto sugerimos que esta obligación recaiga en los acreedores del titular 
del dato y que se permita incluir en las facturas un aviso que diga: “Si usted no paga existe la 
posibilidad de que sus datos sean remitidos a la base de datos de Informes Comerciales”. También 
puede ser enviada por correo electrónico y demás. Queremos ser lo más concretos posible; incluso, 
vamos a dejar la presentación porque plantea nuestra visión sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es el punto más delicado. En una primera instancia hay una relación 
entre acreedor y deudor y no existen terceros, hasta que un día aparece la base de datos que se 
involucra en esa relación. Entiendo y acepto hasta cierto punto cuando ustedes dicen que hacen un 
trabajo objetivo e imparcial; aunque me parece que lo de “imparcial” es relativo, porque este es un 
beneficio para los acreedores y no precisamente para los deudores. Los que se benefician por la base 
de datos son sus clientes y, ¿quiénes son sus clientes? Son los acreedores, no los deudores. 


Ahora bien, deciden constituir una empresa que comienza a involucrarse en las relaciones de 
crédito, al amparo del Derecho, y que cumple una función social interesante —es evidente que es así— 
porque cuando se otorga un crédito es muy importante que el acreedor sepa si el deudor está en 
condiciones de cumplir sus obligaciones y qué antecedentes tiene. Antes de que existiera la base de 
datos el Derecho había inventado otras cosas como, por ejemplo, el embargo y el registro de 
embargos, y ello significa que hay una información para el acreedor. Pero, ¿cuál es el problema que 
tiene el acreedor? Que el pedir informes en los registros muchas veces es caro. Cuando el acreedor 
tiene necesidad de cobrar un crédito —y me dirán si no es correcto, aunque me consta que es así— 
sobre un monto de tan pequeña dimensión porque, por ejemplo, vendió un televisor, una bicicleta o una 
radio en cuotas, piensa: “No voy a embargar, porque si lo hago tengo que pagar timbres, el porcentaje 
que me corresponde y al final me sale carísimo; por lo tanto, mejor envío al deudor al Clearing de 
Informes”. 


Está claro que el Clearing de Informes cumple una función social importante y cuando 
hablamos personalmente se los dije: me parece que lejos de atentar contra la existencia de la base de 
datos, lo que tenemos que hacer es protegerla para que siga cumpliendo esa función social. Sin 
embargo, desde el momento en que decidieron incorporarse a la relación crediticia —como lo hicieron el 
día en que se fundó esta institución y muchas otras que se crearon a lo largo de la historia— 
comenzaron a asumir un conjunto de obligaciones razonables. No pueden ser responsables de los 
errores que contenga la información que les brinda el acreedor: la reciben y la incorporan. En ese 
sentido, creo que lo mínimo que se le puede exigir, no al acreedor —que ya intimó al deudor, le mandó 
a una persona a golpear a su casa y le cortó el crédito, a veces en una relación que se complicó por 
otras razones— sino a la base de datos, es que tenga la obligación de enviar una comunicación al 


deudor con el siguiente mensaje: “Señor Juan Pérez: De la empresa Electrodomésticos Sociedad 
Anónima nos ha llegado un pedido de incorporación de su nombre porque usted debe cinco cuotas de 
$ 280 cada una por la compra de un calefón en tal fecha”. Ante esto, la base de datos da una respuesta 
lógica: “No; me pedís un telegrama colacionado que vale $ 700 y esa es la suma que debe esta 
persona” y recarga al acreedor los $ 700 por la incorporación en la base de datos. Sin embargo, me 
parece que la obligación es de la base de datos y no del acreedor. Simplifiquemos a la base de datos la 
notificación, ¿de qué manera? Notificando a través del correo electrónico. Por ahora no existe nada 
más barato que eso, y tiene una ventaja sobre el mensaje de texto y es que queda el registro. Quizás 
algún día también quede el registro en el celular, pero en la actualidad eso no ocurre. 


Este es el razonamiento y lo que no me parece correcto —por supuesto que puedo estar 
equivocado— es que se traslade esa obligación al acreedor, porque ahí hay una relación conflictiva y 
ustedes están en una suerte de intermediación. Por eso les digo: “Asuman esa responsabilidad”. 
Busquemos abaratar los costos a través de la ley porque sabemos que cumplen una función social. 
Además, si empezamos a recargar los costos sobre la base del crédito o sobre los acreedores, por vía 
indirecta estamos subiendo las tasas de interés. 


Nada más. 


SEÑOR PESCE.- Hay que tener en cuenta que puede existir más de un buró de información, más de 
una base de datos de informes comerciales y el hecho de que cada una tenga la obligación de enviar la 
notificación va a duplicar esfuerzos y costos. Tengan en cuenta que un acreedor puede notificar una 
deuda a diferentes bases de datos, pero si cada una de las bases de datos tiene la obligación de 
notificar al deudor estamos duplicando esfuerzos, tiempos, costos y demás. 


Hace un momento el señor Senador Gallinal dijo —y comparto el inicio de la reflexión— que 
esta base de datos no le sirve al deudor. Está claro que una persona que contrae una deuda no va a 
estar en la mejor posición porque va a ser moroso y va a tener problemas para acceder a un crédito o a 
otras cosas más caras. Ahora bien, imaginen los señores Senadores lo que sucedía antes cuando una 
persona tenía una deuda: se formaban listas negras entre empresas que compartían la información 
porque no existía una base de datos consolidada y objetiva, y cuando el deudor pagaba no tenía la 
garantía de que el resto de mercado lo supiera. Por lo tanto, aun para el que debe —que lógicamente no 
está en una situación que lo beneficie— este sistema constituye una garantía adicional y ahí está la 
filosofía de por qué es importante. 


SEÑORA DUPUY.- Seguimos insistiendo en que el acreedor es quien debe enviar el aviso. El proyecto 
de ley también dispone que la persona tenga diez días para ir a objetar la información o pagar. Me 
parece que eso le corresponde al acreedor. Esos pasos deben darse antes de que la información 
llegue al buró; una vez que llega se le pregunta cuál fue la fecha de la notificación y, si pasaron diez 
días, se puede ingresar la información. Ahora bien, si es incorrecta el que puede solucionarlo es el 
acreedor. Por lo tanto, creo que esa relación es directa entre acreedor y deudor. Si este quiere objetarla 
puede dirigirse al acreedor, pero si este último tiene la documentación puede solicitar su registro y, 
mientras todo esto sucede, la base de datos no está enterada de la situación. Lo que sí va a exigir la 
base de datos es que tenga a disposición el certificado de envío del aviso y la documentación de la 
deuda para exhibirla a la persona que venga a objetar su cumplimiento. 


SEÑOR MICHELINI.- El acreedor no está obligado a mandar el aviso. 


SEÑORA DUPUY.- Algunos lo hacen y otros no. No tenemos control sobre eso. Lo que muchas veces 
les decimos es que es una buena práctica, porque es un proceso de negociación y si le avisa al deudor 
que va a enviar una notificación al Clearing y la persona entiende que debe, va a ir a pagarle. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos hablando de que hay que avisar diez días antes de enviar como deudor 
a alguien a la base de datos. Quizás podríamos establecer la exigencia de que dicho paso se haga a 
través del correo electrónico o, en todo caso, del teléfono celular, si hubiera una forma de asegurar que 
quede registrado. ¿Esto implicaría un aumento de los costos para la base de datos, es decir, que se 
envíe un correo electrónico en el que se avise al deudor que ese día se lo registró como tal? Hago esta 


pregunta porque si bien el correo electrónico no tiene costo, quizás se deban enviar tantos que la base 
de datos se vea obligada a disponer de equis cantidad de personas para hacerlo. ¿Podría tener un 
costo? ¿Cuántas personas registran como deudores por mes? 


SEÑORA DUPUY.- Aclaro que no somos nosotros sino las empresas. No tengo el número exacto pero 
creo que son alrededor de 8.000 registros de deudas. 


SEÑOR MICHELINI.- Muchas veces son duplicados. 


SEÑORA DUPUY.- Así es; en algunos casos corresponden a personas que ya han tenido algún 
registro o que tienen registrada alguna deuda. Seguramente eso pasa en la mayoría de los casos. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Entre todas las empresas? 
SEÑORA DUPUY.- Efectivamente. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuántas empresas de buró de crédito hay en el Uruguay? 


SEÑORA DUPUY.- Existen alrededor de cuatro o cinco empresas. Tenemos a InfoCred, que es una 
asociación de comerciantes que opera en el litoral del país, a Lideco, que maneja información de 
empresas pero también algo de personas físicas y a alguna otra más. 


SEÑOR PESCE.- Desconozco lo relativo a los costos porque es un tema comercial, pero en cuanto a 
la sugerencia de establecer una obligación legal de avisar, pienso que lo que puede subir los costos y, 
sobre todo, complejizar el sistema es la necesidad de la prueba. En el caso de que se disponga que el 
acreedor tiene la obligación legal de notificar, si no lo hace estará incumpliendo la ley y deberá 
enfrentar responsabilidades. Además, exigir al buró que tenga que contar con esa prueba, es decir, que 
se le reenvíe el correo electrónico o una copia impresa, genera una carga adicional que se puede evitar 
si la ley simplemente lo obliga. 


SEÑORA DUPUY.- Lo que sí es importante es que ante un planteo podamos pedir que, además de la 
documentación, también se presente el aviso. Ellos deben tener esa prueba porque habrá una 
obligación legal. Entonces, tiene que poder demostrarnos que eso se cumplió. Es más; cuando se 
registre podemos pedir que se ponga la fecha en que se hizo la comunicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos exigir al acreedor que inicie el juicio y recién después enviar los 
datos al Clearing. 


SEÑORA DUPUY.- Eso puede tener como consecuencia que no se otorguen créditos por montos bajos 
porque los costos de un juicio son altos. A la larga, se terminará perjudicando a la gente de más bajos 
recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que una vez que se inicia el juicio hay una notificación fehaciente y, en 
definitiva, tiene a la Justicia para que lo defienda. Otra opción es la notificación a través de la base de 
datos. 


SEÑORA DUPUY.- Reitero que creo que de esa forma se estaría actuando contra la democratización 
del crédito porque las personas que piden préstamos por montos bajos y no tienen más remedio que 
comprar, por ejemplo, un vaso en veinte cuotas, no van a poder seguir haciéndolo pues a las empresas 
no les va a convenir si luego tienen que hacer un juicio ejecutivo. No podemos olvidar que la gente de 
recursos más bajos es la que más cuida su historial de crédito porque sabe que si en el futuro necesita 
pedir un crédito no va a conseguir a alguien que le salga de garantía. Entonces, son personas muy 
cuidadosas en ese sentido ya que saben que quizás pueden necesitar comprar ese vaso en equis 
cuotas. Tienen mucha conciencia y cuidan el crédito que consiguieron, obviamente, dentro de sus 


posibilidades. No creo que las empresas financien si luego existe la posibilidad de tener que hacer un 
juicio ejecutivo, con los costos que ello implica. 


SEÑOR MONTIEL.- Quisiera hacer un comentario, más allá de que luego de este intercambio de ideas 
la Comisión continuará analizando el tema y considerará o no algunas de las alternativas que se han 
planteado. 


Aquí se comentó que para recibir este tipo de información no se requiere el consentimiento 
previo y por eso el comerciante la envía libremente a la base de datos. Luego, algunos tomamos 
conocimiento de que cualquier persona puede acceder a la información del Clearing y que se puede 
hacer tanto personalmente como por medio de sistemas como Redpagos, Abitab y demás. Por otro 
lado, entiendo que la masa de personas más importante dentro del Clearing debe corresponder a un 
estrato económico medio o medio bajo, en virtud de los ejemplos que aquí se han manejado. Quizás 
otro tipo de personas optan por operaciones comerciales diferentes y con otro tipo de garantías y 
procedimientos. Me parece que una buena iniciativa sería poner en conocimiento de la población en 
general -que es la que en una porción mayoritaria está en la base de datos del Clearing y teniendo en 
cuenta que para muchos de los usuarios de intercambio comercial esta es una figura terrorífica- que 
existe la posibilidad de acceder a este tipo de información y que además tiene derecho a hacerlo. Digo 
esto porque se trata de un derecho poco conocido y facilitaría mucho hacer una operación si 
previamente se pudiera tener la información que se necesita. 


SEÑORA DUPUY.- Reconozco que este es un debe de nuestra parte y que deberíamos explicar más 
todo esto para poder acercarnos a la sociedad en general. Entiendo el rol en el que se nos pone, pero 
si bien eso no es así, entendemos cuál es la causa. Lo que sucede es que, por ejemplo, de acuerdo 
con su política una empresa no quiere dar el crédito a alguien y argumenta como motivo que hay un 
problema con el Clearing. A nosotros no nos importa si se otorga el crédito o no porque cada empresa 
lo decide en función del riesgo que está dispuesta a correr. Por nuestra parte, en ningún momento 
sugerimos, opinamos o recomendamos nada en ese sentido porque, a la larga, no cambia nuestra 
situación. Obviamente, cuando por una cuestión de política de la empresa se decide otorgar un crédito, 
no se dice que lo hace gracias a la información del Clearing, porque en estos casos la firma quiere 
llevarse los laureles para quedar bien con el cliente. De esta forma, parecería que el Clearing niega los 
créditos cuando, en realidad, no es nuestra función. Sucede que, a veces, las empresas quieren 
responsabilizar a un tercero porque quizás en ese momento no les interesa tener a una determinada 
persona como cliente, pero tampoco quieren que el día de mañana no regrese porque se le negó el 
crédito. Entonces, quieren dejar la puerta abierta y para eso nos trasladan la decisión de no haber 
otorgado el crédito cuando, en realidad, eso no es verdad. 


Agradezco la recomendación y reconozco que es un debe de nuestra empresa en lo que tiene 
que ver con explicar nuestro funcionamiento a la población y acercarnos a ella. Pude leer la versión 
taquigráfica de la sesión anterior y comprobé que no se sabía que existe el derecho al acceso a la 
información. Insisto que eso es así no solo porque la ley lo estableció en el año 2008 —eso ya se había 
hecho en 2004—, sino porque el Clearing de Informes, creo que desde sus inicios en el año 1954, 
siempre reconoció el derecho de las personas a acceder a la información y a saber qué datos tienen 
sobre ellas porque eso les permite tomar la decisión de operar o no. Muchas veces nos sucede que 
algunas personas que se van al exterior nos consultan si, por ejemplo, su tía a la que le pidió que 
pagara tal o cual deuda, así lo hizo. Eso demuestra que a esa gente le interesa y que quizás está 
pensando en volver en algún momento y quiere cancelar las deudas. Reitero que este es un debe y 
que hace años que estamos considerando este tema ya que sabemos que existe desconocimiento por 
no haber explicado suficientemente. 


SEÑOR PESCE.- Agrego que también es justo mencionar que esa obligación debe exigirse a todos los 
actores. No perdamos de vista que la Ley de Protección de Datos Personales exige a cualquier 
empresa que esté tomando información —no al Clearing de Informes- que avise. Hay una obligación 
legal de informar sobre qué datos se están tomando, para qué y quién puede ser el destinatario. Por lo 
tanto, más allá de la recomendación —que es muy loable—, también tenemos que ser justos con todos 
los actores. La Ley de Protección de Datos Personales no se aplica solamente al Clearing de Informes, 
sino a todas las empresas. Si estas actuaran como la ley manda, no tendríamos esta situación cuando 
se pide información. 


SEÑORA DUPUY.- Otro artículo de la ley que queríamos comentar —que creo que ya fue aclarado por 
el señor Presidente— es el relativo a la responsabilidad por los errores. Si la persona objeta, la base de 
datos igual puede ingresar el dato poniendo la salvedad de que fue objetado. Sin embargo, si en un 
futuro se comprobara —supongo que a través de un juicio—- que esa información estaba equivocada, 
habría una responsabilidad del que lleva adelante la base de datos. Me parece que fue aclarado que la 
responsabilidad debería ser de la fuente. Obviamente, si una empresa me pide que incluya a José y 
agrego a Juan, la responsabilidad va a ser mía, pero cada participante del sistema debe hacerse cargo 
de sus propios errores. 


Otro tema muy interesante es el referido al período de permanencia de la información en la 
base de datos. Las legislaciones varían un poco en ese sentido. La nuestra habla de cinco años con 
opción a otros cinco si la deuda continúa incumplida. Nosotros entendemos que la información tiene 
un período de relevancia; si fuera por los acreedores, habría que dejarla de por vida, pero no es así 
como debe hacerse. En esta materia existe lo que se llama el derecho al olvido, porque después de un 
tiempo deja de ser relevante el hecho de que una persona haya dejado de pagar una deuda. Según los 
análisis de datos que ha hecho Equifax en el mundo, creemos que siete años sería un plazo 
prudencial; luego habrá que ver si se debe hacer con o sin reinscripción. 


SEÑORA BERAMEND!.- Quisiera conocer el fundamento para establecer ese período de siete años. 


SEÑORA DUPUY.- Reconozco que diez años es un lapso bastante extenso. En la mayoría de las 
legislaciones del mundo es aproximadamente de siete años porque se entiende que es un plazo 
razonable para que el dato sea relevante. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto es así si no hay reincidencia. 


SEÑORA DUPUY.- Claro, es por una deuda; luego la persona puede dejar de pagar otra deuda y se 
incluirá nuevamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaremos que estamos hablando de las personas que no pagan. Después 
tenemos las que pagan. 


SEÑOR PESCE.- Nosotros no somos expertos en análisis de riesgo, pero el plazo de permanencia de 
los datos tiene un estudio científico y la clave es que la información siga siendo relevante desde el 
punto de vista del análisis de riesgo. En ese sentido, existen estudios mundiales que dicen que luego 
de ocho o nueve años la curva de relevancia de la información no es tan importante. O sea que el 
plazo no es caprichoso sino que se fija en función de un análisis de riesgo y de modelos de evaluación. 
Como abogado, puedo decir que en el Derecho Comparado en el mundo los plazos tienden a ser de 
siete años. En Estados Unidos, por ejemplo, que tiene un sistema muy desarrollado y avanzado, el 
plazo de permanencia es de siete años. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué sucede si alguien consulta luego de pasado ese plazo? ¿Se le dice que no 
hay antecedentes? 


SEÑOR PESCE.- Exacto; le cabe el derecho al olvido. Es una garantía que se da a las personas. 
Como decíamos hoy, la persona no da el consentimiento pero tiene esa garantía que la ley le otorga. 
Esta es una información que el mercado necesita manejar, pero con esas condiciones. Entonces, 
pasado el plazo, comienza de cero. 


SEÑORA DUPUY.- Es como que nunca hubiera estado. 


El otro tema al que aludía el señor Presidente es el de la eliminación de los datos referidos a 
deudas canceladas. La información histórica es un componente indispensable del sistema crediticio 
moderno. No se trata solo de sacar una foto actual de la persona, sino de toda la situación crediticia, 
aunque con un plazo. De todas formas, si bien es importante que la persona alguna vez no haya 
podido pagar, también es destacable que luego haya enfrentado y cancelado la deuda. El problema es 


que si se elimina esta información se encarecerán los préstamos porque la empresa no sabrá si la 
persona que solicita un crédito nunca tuvo una deuda o la tuvo y la pagó. Nadie cuestiona el hecho de 
haber contraído una deuda, ya que pudo haber tenido un mal momento —por ejemplo, perdió el 
trabajo—, pero en cuanto pudo la pagó. Esa también es una conducta destacable. Me parece que si se 
niega el historial crediticio se cercenaría y encarecería mucho el crédito porque los acreedores no 
sabrán qué pasó antes. Obviamente, debe haber un límite de tiempo porque no se puede mantener 
siempre. 


SEÑOR PESCE.- Quiero hacer una acotación que me parece importante. Cualquier modificación que 
se introduzca, aunque parezca menor, tiene un impacto muy grande en el mercado y en la economía. 
Este punto en particular es muy relevante —no existe ninguna legislación en el mundo que no permita 
dejar el registro de las deudas— porque eso cambiaría las reglas de crédito y del mercado. Esto que 
estamos diciendo es muy importante y me gustaría que escucharan a otros actores del mercado, que 
seguramente van a corroborar la significación que tiene el hecho de que se mantenga la historia 
crediticia. Por supuesto, se debe mantener actualizada y con un plazo máximo —nosotros proponemos 
que sea por cuatro años—, en función del derecho al olvido. Entendemos que si se borrara esta 
información sería absolutamente crítico para el funcionamiento del mercado y pasaríamos a ser el 
único país con esta limitante en su legislación, que va a afectar el interés general y a encarecer el 
crédito. Probablemente, esto lo podrá decir gente con más experiencia en temas crediticios, pero en lo 
personal les puedo hablar de lo que he analizado con colegas de otras partes del mundo. Queremos 
ser lo más claros posibles en este aspecto porque nos parece muy importante que no se eliminen los 
registros de deudas canceladas, aunque estableciendo la debida aclaración de que la deuda fue 
cancelada. 


SEÑORA DUPUY.- Quiero dar un ejemplo más ilustrativo. Cuando uno va a comprar un auto usado, le 
interesa saber si tuvo un choque y lo arreglaron o si nunca lo tuvo. Tal vez igual lo compre, pero creo 
que no es lo mismo. Es un dato más a tener en cuenta al momento de tomar la decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes proponen que la persona, aunque haya cancelado la deuda, 
permanezca en el Clearing por cuatro años? 


SEÑOR PESCE.- Que la información permanezca actualizada en el Clearing. 


SEÑORA DUPUY. Entendemos que debe permanecer con la expresa mención de ese hecho: que hubo 
una deuda pero que fue cancelada con atraso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes dicen que en los demás países se hace así? 


SEÑORA DUPUY.- Sí, porque, como en el ejemplo del auto —más allá de que se pueda argumentar 
que en este caso parece que, después de cuatro años, el choque ya no tiene importancia—, es un dato 
más para evaluar. La empresa que va a otorgar el crédito decidirá si lo tiene en cuenta o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongamos que una persona deudora fue embargada, cancela su deuda y 
se le levanta el embargo; cuando, un día después, se consulta al registro, esa información no aparece. 
¿Por qué sucede eso? 


SEÑOR PESCE.- Sale que fue embargada y canceló la deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa información no aparece más; la persona aparece libre, limpia. Y en este 
caso está el Poder Judicial. 


SEÑORA DUPUY.- Sin lugar a dudas que está el Poder Judicial, pero esa acción busca tratar de 
recuperar esa deuda. No digo que la inclusión en el Clearing de Informes no busque recuperar la 
deuda, pero también trata de compartir con los demás la información sobre el hábito de pago de esa 
persona o cómo ha cumplido con los otros comerciantes. Esa información, insisto, será evaluada de 
acuerdo con la política comercial de cada empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Mantenerlo en el registro no sería una sanción al que cumple con su 
obligación? 


SEÑORA DUPUY.- No, porque también es bueno destacar que la persona tuvo un problema, pero 
cuando pudo, pagó su deuda. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué es lo que se informa en este caso? 


SEÑORA DUPUY.- Que tiene un registro de una operación cancelada con atraso. Además, se 
comunica la fecha en que se canceló la deuda. 


SEÑOR MICHELINI.- Es decir que se informa que canceló la deuda. 
SEÑORA DUPUY.- Sí, obviamente, con expresa mención. 


Por ley —si mal no recuerdo—, el acreedor tiene cinco días para enviar la información y 
nosotros tenemos tres para procesarla y cargarla en la base, de tal manera que se muestra como una 
categoría diferente. Está el registro de operaciones cumplidas y el registro de operaciones canceladas 
con atraso. Una vez cumplido el plazo de permanencia de la información, es eliminada y es como si 
nunca hubiera estado. 


SEÑOR MICHELINI.- Aunque siga el resto del historial. 


SEÑORA DUPUY.- Puede haber otra deuda, puede haber otra operación cancelada o puede ocurrir 
que no haya nada, pero en cada caso hay un plazo legal establecido y se va bajando la información 
cuando se cumple ese plazo. 


SEÑOR PESCE.- Más allá de que son situaciones distintas, quiero aclarar que cuando se solicitan los 
antecedentes de embargo de una persona, surge si estuvo embargada y tuvo cancelaciones. Pero 
estamos hablando de otro tema; no quiero desviarme. 


Me parece que será muy positivo escuchar a los actores del mercado, de manera de saber a 
cabalidad la importancia que tiene esa información. A su vez, creo que es conveniente tomar en cuenta 
—y aquí podemos hacer un aporte— cómo funciona esto en el resto del mundo. 


SEÑORA DUPUY.- Algunos clientes nuestros nos han realizado comentarios sobre el proyecto. Por 
nuestra parte, les sugerimos pedir una audiencia a la Comisión para plantear la importancia de este 
tema desde el otro lado, porque nosotros podemos transmitir su punto de vista, pero también es 
interesante que ellos mismos expliquen por qué el hecho de contar con más información les facilita las 
cosas y no encarece tanto los créditos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si en todos los casos se procede de igual manera, porque he 
recibido varios relatos de gente que ha pasado por el Clearing de Informes; seguramente ustedes 
recibirán reclamos de este tipo con mucha frecuencia. 


SEÑORA DUPUY.- Sí, y con mucho gusto los atendemos; con el derecho de acceso, las personas 
pueden ir y solicitar la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas de estas personas me dijeron que habían cancelado sus deudas con 
los acreedores y seguían en el Clearing de Informes. Otras me manifestaron que cuando fueron a 
pagar, el comerciante les dijo que si pagaban la deuda, quedaba cancelada, y si además pagaban una 
cantidad equis, se le borraban los antecedentes. ¿Ustedes en todos los casos mantienen los 
antecedentes? 


SEÑORA DUPUY.- Cuando se cancela una deuda, el acreedor tiene la obligación legal de comunicarlo 
en un plazo de cinco días. En cuanto a la posibilidad de solicitar que no queden los antecedentes, es 
una decisión de la empresa, pero más bien ese mecanismo está pensado para los casos en que hubo 
algún error. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que el acreedor puede llegar a solicitar que no queden los 
antecedentes. 


SEÑORA DUPUY.- Podría llegar a solicitarlo. Nosotros tenemos que exigirle que comunique que se 
canceló la deuda, porque es la obligación que tiene de acuerdo a lo establecido en la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De manera que no en todos los casos quedan los antecedentes. Si el 
acreedor pide que se eliminen, no se mantienen. 


SEÑORA DUPUY.- Los antecedentes no quedan —tal vez el planteo viene por ese lado-— en el caso de 
las empresas del Estado, como Antel. En estos casos, una vez que se paga la deuda, se eliminan los 
antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué se hace esa discriminación? 


SEÑORA DUPUY.- Ellos lo han solicitado porque de esta forma han logrado buenos resultados y 
entienden que hay una diferencia con los otros comerciantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y esto no daña el mercado, como ustedes dicen? No me parece justo que 
esto dependa de una decisión del acreedor. 


SEÑORA DUPUY.- Lo que ocurre es que, a nuestro criterio, la información es de cada acreedor. No 
fomentamos que se haga eso porque creemos que se está distorsionando el mecanismo y que 
tampoco es justo. 


SEÑOR MICHELINI.- Algunas empresas tienen un poder coercitivo muy grande; por ejemplo, en el 
caso de UTE, si el cliente no paga, le cortan la luz. Si además lo mandan al Clearing de Informes, me 
parece que es una sanción demasiado dura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso decía que comparto que el Clearing de Informes tiene referencias 
objetivas e imparciales, pero esa imparcialidad se debilita porque juega un papel favorable al acreedor 
en detrimento del deudor. No puede ser que, por decisión del acreedor, algunas personas 
permanezcan en el Clearing de Informes y otras no. Me parece que no es justo; esto debería estar 
regulado. 


En definitiva, esto hace caer el argumento que manejaba el señor Senador Montiel, en el 
sentido de que es mejor que quede el registro para proteger el sistema, etcétera, porque resulta que si 
el acreedor así lo quiere, se elimina el antecedente. 


SEÑORA DUPUY.- Insisto en que, en general, esto se hace en aquellos casos en que ha habido algún 
error. No es algo que fomentemos y, además, es injusto, porque en su momento al acreedor el 
mecanismo le sirvió y después termina escondiendo la información a los otros comerciantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso sucede lo que les relaté, que tuve la oportunidad de comprobarlo en 
varios casos. Hay gente que va a cancelar su deuda y le dicen que si además paga determinada 
cantidad, se elimina el registro del Clearing de Informes. Por supuesto que no es culpa de ustedes; es 
un manejo arbitrario del acreedor. 


SEÑORA DUPUY.- También sabemos que a algunas personas les querían cobrar algo así como $ 60 
por una gestión ante el Clearing de Informes. En ese caso les manifestamos a esos comerciantes que 


si querían cobrar por la gestión lo hicieran, pero que no nos mencionaran a nosotros, porque podía 
interpretarse como que nosotros le cobrábamos al particular. 


SEÑOR PESCE.- Honestamente, salvo en caso de tratarse de un error, desconozco que se realice la 
práctica mencionada. Además, como bien señalaba el señor Presidente, en ese caso hay una 
responsabilidad de quien está procediendo de ese modo, porque no es algo legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La responsabilidad es del acreedor, pero personalmente conozco casos de 
este tipo. 


SEÑOR PESCE.- Seguramente sea así, pero nosotros los desconocemos. 


SEÑORA DUPUY.- Si nos llega una carta en la que se dice que hubo un error, tenemos la obligación 
de actualizar o rectificar la información, y quizás en algún caso no se trate realmente de un error, sino 
que sea un caso como el que planteó el señor Presidente. Sinceramente, no lo sé. 


SEÑOR MICHELINI.- Si hay una empresa que con mucha frecuencia pide que se eliminen 
antecedentes por error, habría que desconfiar. 


SEÑORA DUPUY.- En cuanto al último artículo, sobre los registros de las multas y cuentas impagas 
provenientes de servicios prestados por la Administración, no sé cuáles son los que estarían incluidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, cuando el Estado actúa como acreedor tiene la misma 
posibilidad que cualquier otro acreedor en su relacionamiento con la base de datos, y cuando actúa en 
ejercicio de su poder monopólico o sancionatorio, para acceder a la base de datos debe obtener un 
pronunciamiento judicial. En el área del comercio el Estado, como acreedor —pensemos, por ejemplo, 
en el Banco República—, tiene los mismos derechos que cualquier otro, pero si lo está haciendo en 
ejercicio de un monopolio o si, por ejemplo, pone una multa, antes debe obtener un pronunciamiento 
jurisdiccional. Esta es la idea, aunque todo está para discutir. 


SEÑOR DUPUY.- Muy bien, y nuevamente agradezco esta oportunidad que se nos da. 


Respecto a las multas, es cierto que este tema ha trascendido a nivel de la opinión pública; 
es más, hasta se ha usado en mala forma a la prensa porque resulta que no se incluía a nadie por 
multas. Según se nos informó, no se trataba de las multas que se dejan en el parabrisas del auto y de 
las que la persona ni se entera, sino de aquellas en las que se había parado a la persona, se la había 
informado y a lo mejor después se olvidó porque el auto estaba en otro departamento. En fin, no sé, no 
me voy a meter en ese tema, pero insisto en que no era la situación de una persona que uno dice 
“¡Pobre!, le pusieron una multa, la dejaron en el parabrisas, el papel se voló y ni se enteró”. No. Eran 
casos de personas a las que se había parado y luego impuesto las multas. 


Hace poco tiempo salió en la prensa que miles de deudores fueron al Clearing de Informes 
por multas. Lo cierto es que ni siquiera las registran, salvo algunos casos en que les envían un aviso; 
esto se usó como una forma de rédito para que la gente, ante la duda, vaya y pague. 


Si se impone una notificación previa a este tipo de acreedores de los servicios públicos de la 
Administración, a lo mejor se puede equiparar a esa situación y también exigirlo. Sería un trámite más 
claro porque al ser un acto firme existe la posibilidad de recurrir —en el otro caso habría que ir a golpear 
la puerta y decir que se quiere objetar—, siempre pensando que el aviso previo también les fuera 
aplicable. Entonces, esa situación, que parecería como de indefensión —aunque insisto en que en los 
casos de las multas, las personas habían sido notificadas—, se podría equiparar a la de los otros tipos 
de acreedores. 


SEÑOR PESCE.- Adicionalmente a lo expresado por la doctora Dupuy, quiero señalar que también es 
importante tener en cuenta que la base del correcto funcionamiento del sistema está dada por la 
integridad de la información. Si a los acreedores públicos los dejamos fuera y no les damos la 


posibilidad de comunicar las deudas, estamos —para ser bien claros— dejando rengo al sistema. Desde 
el punto de vista del análisis de riesgo de una persona, no vemos que un acreedor público y un 
acreedor privado sean distintos. Por lo tanto, por los argumentos que acaba de presentar la doctora 
Dupuy -—y además porque no podemos ir contra la propia esencia del correcto funcionamiento, que es 
la integridad de la información—, nuestra sugerencia sería no limitar la inclusión de deudas del sector 
público al sistema. De lo contrario, estaríamos dejando rengo al sistema, sin una información que es 
relevante a la hora de tomar decisiones. 


SEÑORA DUPUY.- Es importante tener en cuenta lo que recupera el Estado gracias a la inclusión en el 
Clearing; hoy no tengo la cifra exacta, pero en otra oportunidad puedo hacerla llegar. 


Entiendo que cuando alguien no paga la luz, tampoco es que UTE lo incluye inmediatamente 
en el Clearing; no sé si hay algún tipo de gestión, pero quizás la hay y después sí se lo hace. Tampoco 
es justo que a alguien se le corte el servicio y para atrás quede una deuda. ¡Ojo! Sé que por distintos 
motivos una persona puede no pagar —eso no está en cuestión—, pero tampoco es justo para quienes 
pagamos en fecha esos servicios. Siempre está el concepto de que se corta y ya está, pero para atrás 
puede quedar una deuda que, a la larga, vamos a arrastrar todos. Supongo que cuando Antel incluye 
los montos, no son tan altos, sino que son muchos de bajo monto que en el montón deben sumar. 


Creo que si se pudiera llegar a un acuerdo con la notificación previa, los deudores de los 
servicios prestados por la Administración estarían en las mismas condiciones que cualquier otro deudor 
de acreedores privados. 


SEÑOR PESCE.- Dejamos a su disposición la información que hemos presentado y les solicitamos que 
tengan en cuenta que estas sugerencias refieren al proyecto actual. Esto no quiere decir que en el 
futuro, por la dinámica del tratamiento, podamos tener otras sugerencias o aportes para hacer. 


SEÑORA DUPUY.- Agradezco la oportunidad que hemos tenido y considero que el intercambio de 
información ha sido muy enriquecedor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si tienen más aportes que hacer pueden solicitar una entrevista, que los 
vamos a recibir con mucho gusto, o incluso nos pueden enviar por escrito las apreciaciones que 
consideren del caso. Además, la versión taquigráfica de la Comisión es de acceso público. 


SEÑORA DUPUY.- Nuevamente les agradecemos por habernos permitido hacer algunas aclaraciones. 
Entendemos que este intercambio de opinión nos enriquece porque, a veces, al estar metidos en el 
tema, se ve una parte y no la otra. 


Estamos a las órdenes y vamos a seguir de cerca el avance en la consideración del proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho el aporte que han realizado. 
(Se retira de Sala la delegación de Equifax Clearing de Informes.) 
Propuestas y sugerencias Equifax Clearing de Informes 

—Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 46 minutos.) 
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